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Rasgos generales

En la actividad de la Comunidad Auténoma, destaca este afio por su impor-
tancia objetiva y por la atencién que ha concitado de los gobernantes, la clase
politica, y los sectores empresariales y sindicales, las relacionadas con la Unién
Europea en lo concerniente a la homologacién de las especificidades econémico
fiscales de Canarias y las garantias de su mantenimiento en el futuro. Le siguen en
este mismo orden de interés y atencidn las relaciones con el Gobierno central
en lo que se refiere a los importantes convenios que luego se indican. En el plano
interno de la Comunidad y en la perspectiva ge su desarrollo institucional se
observan ciertos progresos en la ejecucién del disefio de descentralizacién terri-
torial a favor de los Cabildos insulares y los programas de cooperacién con
las corporaciones locales. Las importantes modificaciones recientemente efec-
tuadas en el Estatuto no parecen haber colmado plenamente las aspiraciones del
Gobierno auténomo, apuntindose ya hacia nuevas reivindicaciones competen-
ciales y hacia algiin otro retoque de aquel.

La actividad normativa, parlamentaria y gubernativa, ofrece caracteristicas
similares, como luego se resefia, a lo que ha venido siendo habitual en estos afios.
Quizé pueda advertirse una cierta intensificacién de las relaciones con las ins-
tancias centrales del Estado concretada en una mayor participacién en las activi-
dades de las Cortes Generales (a través de la iniciativa legisﬁltiva autonémica
los pareceres sobre determinadas leyes para los que asi se exige constitucionaK
mente) y, en relacién con’esta exigencia, un ligero repunte de la conflictividad
constitucional.

Las relaciones con la Unién Europea y las reformas legislativas y estatutarias
conexas

Desde comienzos de la presente década, la Comunidad canaria ha estado
empefiada en una importante operacién politica consistente en una renovada
defgnicién legislativa del Régimen econémico fiscal. En el plano interno, esta
relevante especificidad estaba ya suficientemente amparada por la garantia que
proporciona el juego de la disposicién adicional tercera de la Constitucién y su
correspondiente desarrollo por el Estatuto de autonomia en su originaria redac-
cién. Sin embargo, resultaba obligado adaptarla a la nueva modalidad de inte-
gracién de Canarias en la Comunidad Europea.

En efecto, por las peculiaridades propias de dicho régimen, Canarias hubo de
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singularizarse con relacién a las restantes Comunidades cuando tuvo lugar la
incorporacién de Espafia a la CEE. En un primer momento su integracién en
este ambito se llevd a cabo segiin las previsiones del Protocolo nmiimero 2 al Acta
de adhesién del Reino de Espafia a las Comunidades Europeas que contemplaba
su progresiva adaptacién a Et realidad comunitaria, quedando en manos de las
autoridades autonémicas y estatales la posibilidad de plantear los ajustes o
reformas que se estimasen aconsejables (articulo 25.4). Algtin tiempo después, las
instituciones autondmicas se pronunciaron a favor de una mayor integracién
(acuerdo del Parlamento de Canarias de 1989) y, consecuentemente, asi se defen-
di6 ante las instancias comunitarias por el Gobierno espafiol. La mencionada
norma habilitaba para la modificacién del régimen especial del Archipiélago con-
tenida en e] Protocolo 2 a través de normas de Derecho derivado. De ahi que, al
amparo de dicha disposicién, el Consejo de las Comunidades dictase el Regla-
mento (CEE) 1911/1991, de 26 de junio, por el que se modifica el régimen de
integracién de Canarias.

Los cambios que por tales circunstancias debfan llevarse a cabo en el status
econdémico-fiscal de Canarias consistieron, fundamentalmente, en la creacién de
nuevos instrumentos tributarios, asi como de una zona franca de modernas
caracteristicas. Estas modificaciones se llevaron a cabo mediante una compleja
operacién politica que implicé una intensa actividad negociadora con el
Gobierno central y que quedé plasmada en las leyes que en 1991 y 1994 articu-
~ laron una renovada versién de su peculiar régimen econémico y fiscal (REF).

La Ley 20/1991, de 6 de julio, de modificacién de los aspectos fiscales de
dicho régimen concreta los rasgos fundamentales de dicha singularidad fiscal en
las dos nuevas figuras del impuesto general indirecto canario (IGIC) y del arbi-
trio sobre la produccién y las importaciones (APIM). El primero es un impues-
to general sogre la cifra de negocios que, con la misma técnica que el IVA, grava
las operaciones internas y las importaciones y cuya recaudacién se administra
por la Comunidad auténoma. Transcurrido el periodo transitorio que concluye
el afio 2000, seri el tinico impuesto indirecto en Canarias. El segundo es un tri-
buto transitorio que grava los productos importados y los producidos en
Canarias que deberd irse reduciendo progresivamente hasta su total desaparicién
al finalizar dicha fecha, momento a partir del cual se aplicaré en su integridad el
arancel aduanero comiin de la CEE. Esta Ley, ademis, establece ciertos incenti-
vos fiscales a las inversiones ~fondo de previsién para inversiones—, regulindose
también determinados aspectos del régimen de la inversiones publicas en
Canarias.

Tres afios mis tarde, la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificacién de los
aspectos econémicos del REF, complementa y completa estas modificaciones fis-
cales con determinadas medidas relacionadas con los transportes y las telecomu-
nicaciones, un registro de buques y, ademds, instrumenta ciertas medidas de
caricter fiscal entre las que destaca el trato ventajoso al que tienen derecho las
empresas sujetas al impuesto de sociedades en la parte de sus beneficios que des-
tinen a reserva para inversiones. Por otra parte, se crea una «Zona especial cana-
ria» (ZEC), de privilegiado trato fiscal para las empresas que puedan acogerse al
régimen previsto para las mismas que, en realidad, constituye un dispositivo
excepcional de atraccién de capitales.
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El encaje en el ordenamiento comunitario europeo del régimen especial asi
renovadamente disefiado, ha dado lugar en los tltimos tiempos a unas dificiles
negociaciones con las autoridades de Bruselas que, en fecha muy reciente, han
aceptado parcialmente las pretensiones canarias. Sin embargo, no se ha logrado
el cardcter temporalmente indefinido de las ventajas (aceptadas por el momento,
aunque revisables a medio plazo), ni se ha definido atn el status de «ultraperife-
ricidad» no hace mucho reconocido en el nivel normativo primario de los trata-
dos de la Unién Europea (cumbre de Amsterdam de junio de 1997, pendiente
atin de su ratificacién por los respectivos Parlamentos nacionales). Ello frena por
el momento la plena aceptacién de la pretensidn canaria de derivar de ese espe-
cifico y reforzado status algunas de las excepciones no aceptadas por unas auto-
ridades comunitarias més condicionadas por las preocupaciones armonizadoras
del conjunto que por las excepciones a las que la nueva consideracién juridica
pueda conducir o perpetuar. En cualquier caso, el reconocimiento primario acor-
dado en dicha cumbre supone trasladar a la «constitucién» de la Unién un meca-
nismo que complementa el incluido en la Constitucién espafiola por virtud de su
disposicién adicional tercera, siendo de esperar que, al igual que ha ocurrido con
esta fundamental disposicién en el plano interno, dicho reconocimiento norma-
tivo de cumplida cobertura en el Derecho primario de la Unién a las pretensio-
nes de permanencia que se recaba para las singularidades canarias.

A todo ello se debe afiadir que el legislador de la reforma estatutaria recien-
temente llevada a cabo aproveché la oportunidad de la misma para coadyuvar al
proceso de acomodacién al dmbito de aquella en una doble direccién. Por una
parte, se incluye en la definicién del régimen econémico-fiscal la perspectiva
europea que, obviamente, sélo fue contemplada en 1982 al aprobarse el Estatuto
como una expectativa de futuro. En consecuencia se sustituye la {6rmula enton-
ces utilizada por otra nueva en la que consta de manera expresa la «ultraperiferi-
cidad» de Canarias y se alude a las consecuencias juridicas que se esperan de esta
calificacién y de su consideracién por el Derecho eurocomunitario. Por otra, se
remarca el cardcter historico de la singularidad de la que siempre ha gozado
Canarias en el marco del Estado y su expreso reconocimiento constitucional, ma-
tizaciones que deben valorarse en funcién del destinatario eurocomunitario
al que se orientan, mis como una base argumental para la negociacién ain en
curso que como expresidn de la pretensién —imposible, dado el caricter instru-
mento juridico empleado- de vincular juridicamente mis alli del dmbito estatal
en cuyo ordenamiento se inserta la norma. Lo cual por lo demis en nada empece
a sus efectos sobre los poderes piblicos estatales y autonémicos, en la medida en
que de ellos dependa propiciar el logro de los objetivos previstos para la referida
ultraperifericidad. Avn cuando deba notarse que tales efectos tienen muy dificil
sancién, a menos de producirse el improbable supuesto de una actuaciones esta-
tales 0 autonémica manifiestamente contrarias a las mismas en actos residencia-
bles ante la jurisdiccién competente (constitucional o, en su caso, ordinaria).

Como ficilmente puede deducirse de lo hasta ahora expuesto sobre los pro-
blemas que suscita el acomodo del régimen econémico-fiscal de Canarias al
dmbito eurocomunitario, nuestra Comunidad Auténoma no sélo participa del
interés de las restantes Comunidades espafiolas en estar presentes en este 4mbi-
to cada vez mds importante de la politica estatal, sino que tiene fundadas razo-
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nes que abundan en la necesidad de una cierta singularizacién respecto de aque-
llas cuestiones que miés especificamente le conciernan. Esto explica los matices
diferenciales que se aprecian en la nueva regulacién estatutaria de esta participa-
cién en relacién con IIZ) que otros Estatutos prevén al respecto. Asi, se contempla
la posibilidad de que el Gobierno de Canarias participe en el seno de las delega-
ciones espafiolas ante los érganos comunitarios europeos cuando se traten temas
de especifico interés para Canarias, remitiéndose a la legislacién del Estado lo
concerniente a la regulacién de este aspecto. La significacién de este precepto
—que no figura en los Estatutos de las restantes Comunidades— es la que cabe
atribuir al cardcter estatutario de una previsién que para las restantes Comu-
nidades sélo deriva de la Ley 2/1997, de 13 de marzo, por la que se regula la
Conferencia para asuntos relacionados con las Comunidades Europeas. Ese
reconocimiento estatutario debe traducirse, en su expresién minima, en el dere-
cho a recibir leal informacién por parte del Estado y a expresar el parecer del
Gobierno auténomo en el seno de lg delegacién espafiola. A partir de ahi, pare-
ce posible reglamentar la necesidad de fundamentar e informar cumplidamente
al Gobierno auténomo de los eventuales desacuerdos que en el seno de dicha
delegacién pudieran producirse en relacién con la postura sustentada por su
representacién en la misma.

Por otra parte, se faculta a la Comunidad Auténoma para solicitar del
Gobierno del Estado la celebracién de tratados o convenios internacionales en
materias de interés para Canarias. A diferencia de lo que ocurria en otros
Estatutos, este precepto no figuraba hasta ahora en el Estatuto de Canarias. Lo

ue sucede es que, en nuestro caso, esta posibilidad se regula con el mayor grado

e apertura hasta ahora establecido. Otros Estatutos, en efecto, contemplan esa
posigilidad respecto de materias de interés para la respectiva Comunidad auté-
noma y, algunos de ellos, afiaden a esa posibilidad genérica una referencia expli-
cita de ese interés a la condicion de regiones fronterizas. Pero lo singular y rele-
vante en el caso de Canarias es que se contempla especialmente esa posibilidad
en relacién con los intereses «derivados de su condicién geogrifica como regién
insular ultraperiférica», aparte —en lo que coincide con otras Comunidades— de
«los que permitan estrec{lar lazos culturales con aquellos paises o territorios
donde existan comunidades canarias o de descendientes de canarios». Parece evi-
dente, pues, que las posibilidades que el precepto abre al didlogo formalizado
—incluso mediante acuerdos parlamentarios autonémicos- tanto con el Gobierno
de la Nacién como con las Cortes sobre cuestiones relacionadas con su «situa-
cién geogrifica» (Marruecos, Sahara, etc.) y con su «ultraperifericidad europea»
no son nada desdefiables. Por lo pronto, cabe pensar en las consecuencias que
pudieran derivar de la regulacién de unos procedimientos adecuados para for-
malizar la tramitacién de unas proposiciones que debieran determinar respues-
tas en las que resulte preciso fijar la posicién estatal al respecto. De ser ello asi,
es evidente el interés de la previsién estatutaria comentada.

Actividad legislativa

En 1997 se aprobaron trece leyes. Seis de ellas regulan por primera vez en
nuestra Comunidad las respectivas materias. Otras cuatro son modificaciones



158 111. LA ACTIVIDAD DE LAS COMUNIDADES AUTONOMAS

puntuales de las correspondientes leyes anteriores con las limitadas finalidades que
seguidamente se indican. Completan el elenco la Ley de presupuestos para 1998 y
otras dos que contienen muy puntuales medidas de caricter presupuestario.

Comenzando por el primer grupo, debemos sefialar que la Ley 1/1997, de 7
de febrero, de atencion integral a los menores proviene de una iniciativa legisla-
tiva del Grupo Popular y tiene como antecedente inmediato un Informe extra-
ordinario del Diputado del Comiin en el que se puso de manifiesto un panora-
ma insatisfactorio que la Comunidad pretende corregir poniendo a disposicién
de las Administraciones publicas un marco juridico adecuado para asegurar la
proteccién social, econémica y juridica de la familia, y, en particular, la protec-
cién integral de los menores. Ademis de ordenar al efecto los cometidos de las
diferentes Administraciones (autondémica, insular y local), se contemplan ciertas
actuaciones en situaciones de riesgo (amparo, tutela, guarda, acogimiento y
adopcién), asi como la colaboracién autonémica en la ejecucién de las medidas
judiciales. Asimismo, se regula el régimen de los centros de menores, las entida-
des cc:ilaboradoras, los 6rganos de participacién social, asi como un régimen san-
cionador.

La ordenacién del sector eléctrico en la Comunidad auténoma se ha visto esti-
mulada por la reciente ampliacién de las competencias autonémicas en la materia,
la tramitacién de una nueva Ley biésica estatal y la orientacién privatizadora de la
politica del Estado en el sector. Estos nuevos factores estin en la base de la ini-
ciativa legislativa de los grupos parlamentarios que apoyan al Gobierno, CC y PP,
de la que proviene la Ley 11/1997, de 2 de diciembre, de regulacién del sector eléc-
trico canario. Esa iniciativa, sin embargo, se desenvuelve en condiciones bien par-
ticulares, puesto que uno de los grupos que la promueven, el PP, se disocia
de la misma en su tramitacién parlamentaria, reservando para el Plano una serie
de enmiendas planteadas y no aceptadas en Comisién, lo que conduce a que la
misma cuente en su aprobacién con apoyos parlamentarios que no tuvo en su
toma en consideracién y, paraddjicamente, le glten los de uno de los dos grupos
promotores. Mis atin, ni el gobierno auténomo manifiesta su parecer al respecto
en la preceptiva consulta que la Cdmara le formula tras la toma en consideracién
de la correspondiente iniciativa, ni se espera en su tramitacién a que concluya la de
la Ley estatal a la que, ademis se atribuye en su totalidad caricter bsico, de suer-
te que cuatro dias antes de la publicacién de la mencionada Ley autonémica, se
publica la Ley estatal 54/1997, de 27 de noviembre, del sector eléctrico. La con-
secuencia mas que probable serd, seguramente, acudir al Tribunal Constitucional
para solventar las cﬁscrepancias evidenciadas. La ley pretende el establecimiento
en Canarias de un mercado competitivo en el sector eléctrico, sin perjuicio de las
obligaciones de servicio piiblico que se estimaren convenientes dentro del marco
normativo comunitario, constituido fundamentalmente por la Directiva
96/92/CEE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de <ficiembre de 1996,
sobre normas comunes para el mercado interior de la electricidad. En este marco
y en base a las competencias autonémica (de caricter exclusivo en materia de
«Instalaciones de produccién, distribucién y transporte de energia, de acuerdo
con las bases del régimen minero y energético», segtin dispone el art. 30.26 del
Estatuto de Canarias), esta ley tiene como objetivo bisico regular, de acuerdo
con las bases del régimen energético, el mercado insular del sector eléctrico con
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el fin de racionalizar la generacién, transmisién y distribucién de electricidad,
reforzar la seguridad y calidad del abastecimiento en las peculiares circunstancias
que se derivan del hecho insular y que determinan que cada isla constituya un
sistema independiente en el que es necesario garantizar un mercado competitivo,
incluso en el caso de que, de acuerdo con la normativa comunitaria, quede clasi-
ficado como pequefia red aislada, admitiendo el procedimiento de licitacién
cuando fuere necesario para garantizar la competencia. Hasta ahora existe un
monopolio de hecho que, por causa de su caricter piiblico, ha contribuido a evi-
tar abusos de posicién dominante, al tiempo que ha hecho innecesario el esta-
blecimiento de obligaciones de servicio piblico, opcién que, sin embargo, puede
ser necesario adoptar si se desarrollan actividades privatizadoras. Ante esta even-
tualidad, el legislador canario se ha preocupado por asegurar un mercado com-
petitivo sujeto a un conjunto de ordenaciones orientadas a impedir y corregir
alteraciones y disfunciones del mercado que puedan producir perjuicios a los
consumidores canarios.

Como ha sucedido en otras Comunidades, también la de Canaria se ha preo-
cupado por regular la dedicacidn a sus correspondientes funciones piblicas de
los miembros del Gobierno y Altos cargos de la Administracién y, asimismo, por
garantizar su imparcialidad e independencia, objetivo al que responde la Ley
3/1997, de 8 de mayo. En ella se regula un régimen de incompatibilidades basa-
do en el principio de dedicacién absoluta de los cargos comprendidos en su
dmbito de aplicacién, a lo que se afiade la obligacién de declarar las actividades
que puedan proporcionar ingresos econémicos, asi como el conjunto de sus bie-
nes y derechos patrimoniales de quienes se hallen sujetos al mismo. A tales efec-
tos, se establece un Registro de intereses de Altos Cargos. Las incompatibilida-
des afectan también a quienes eventualmente ejerzan funciones no permanentes
expresamente calificadas de confianza y asesoramiento especial en los gabinetes
del Presidente, Vicepresidente y Consejeros del Gobierno, los presidentes, direc-
tores y asimilados de los organismos auténomos y demis entidades de Derecho
publico de la Administracién autonémica, aunque su actividad esté sometida al
Derecho privado, siempre que sea remunerada; los titulares puestos remunera-
dos calificados por ley como altos cargos, asi como los presidentes, consejeros
delegados, directores ejecutivos y demds cargos ejecutivos, remunerados, de las
sociedades mercantiles en cuyo capital sea mayoritaria la participacién directa o
indirecta de 2 Administracién de la Comunidad o de sus organismos auténomos.
Durante los dos afios siguientes al cese en el desempefio del cargo, los afectados
por las incompatibilidades y prohibiciones que se establecen no podrin interve-
nir en expedientes concretos sobre los que hayan dictado resolucién, ni partici-
par en el capital de empresas mercantiles o industriales cuya regulacién o control
haya dependido del mismo. También se contemplan ciertos supuestos de com-
patibilidad con el ejercicio de funciones piiblicas y privadas.

La biisqueda de un equilibrio en los reflejos politico-administrativos de la
capitalidad compartida que singulariza a nuestra Comunidad auténoma y la ne-
cesidad de disipar recurrentes equivocos y no pocas tensiones periédicamente
presentes en nuestra escena politica, determinaron la tramitacién y aprobacién
de la Ley 4/1997, de 6 de junio, sobre sedes de los érganos de la Administracion
piblica de la Comunidad auténoma en la que se definen los criterios de distri-
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bucién territorial de las sedes de los érganos del Gobierno y de las Admi-
nistracién autonémica con el fin de dar cumplimiento al principio estatutario de
la capitalidad compartida entre las ciudades de Santa Cruz de Tenerife y Las
Palmas de Gran Canaria. Hasta ahora y desde su constitucién, la Comunidad
Canaria no habia desarrollado dicho principio. Pricticamente no existia otro ins-
trumento normativo de fijacién de aquellas que los Decretos de aprobacién de las
relaciones de puestos de trabajo en cuanto en ellas se ordenan las diferentes uni-
dades administrativas de las que se sirven los organismos superiores de los
Consejerias y organismos y entes publicos. Se entiende que el equilibrio en la dis-
tribucién de las mencionadas sedes entre ambas ciudades es una consecuencia del
caricter compartido de la capitalidad, definiéndose el concepto de sede del Pre-
sidente y Vicepresidente y de las Consejerias asi como las de los organismos auté-
nomas y demés entes ptiblicos autonémicos. También se contempla la determina-
cién de la sede de las sociedades piblicas y el domicilio social de las empresas
piblicas de titularidad autonémica. Como se puso de manifiesto con motivo de
la tramitacién del Decreto 254/1997, de 16 de octubre, que da cumplimiento
reglamentario a su previsiones, se suscitaron importantes problemas relacionados
con la movilidad funcionarial que las medidas correspondientes pudieran com-
portar, que fueron finalmente resueltos por via negocial con la preceptiva partici-
pacién sindical.

En el marco de la regulacién de las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado
y de las bases del régimen local, la Ley 6/1997, de 4 de julio, de coordinacién de
las policias locales pretende homogeneizar los distintos cuerpos policiales de este
caricter en: medios técnicos y de defensa, uniformes, acreditacidn, régimen
retributivo, distinciones y recompensas; fijacién de las condiciones bésicas de
acceso, formacién, promocién y movilidad de los funcionarios; mejora de su for-
macidn profesional; asesoramiento a las entidades locales, etc. Asimismo se regu-
la la estructura y organizacién de dichos cuerpos, asi como los medios, retribu-
ciones, distinciones y recompensas; deberes y derechos; el régimen disciplinario
y procedimiento sancionador. En congruencia con estos objetivos se crea un
Registro de policias locales y se encomienda la formacién, perfeccionamiento y
especializacién de estos funcionarios a la Academia de Seguridad, organismo
auténomo de caricter administrativo dotado de propia personalidad juridica y
adscrito a la Consejerfa competente en esta materia. Se crea igualménte una
Comisién de coordinacidn de policias locales que asume estas funciones hasta
ahora atribuidas la Comisién de Administracién territorial creada por la Ley
14/1990. En relacién con esta ley es oportuno recordar que, a diferencia de las
restantes Comunidades auténomas, el Estatuto de Canaria, en su originaria
redaccién, referia al Gobierno auténomo, no a la Comunidad, las competencias
sobre seguridad ciudadana (art. 30.1), lo que parecia limitarlas al 4mbito regla-
mentario. En su versién reformada (art. 34.2) tales competencias aparecen refe-
ridas a la Comunidad.

La Ley 8/1997, de 9 de julio, contiene una reglamentacién muy detallada de
la ordenacién general del deporte en la Comunidad auténoma en la que, en base
a la competencia exclusiva que se ostenta en la materia (art. 30.20 del Estatuto)
se persigue el fomento, la promocién y la ordenacién de la actividad fisica y del
deporte, regulindose las competencias de la Comunidad y de la Administracién
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autondmica, asi como las que corresponden a los Cabildos insulares y a los
Ayuntamientos.

Un segundo grupo de Leyes contiene las modificaciones puntuales de las nor-
mas legislativas de las que respectivamente traen causa. Asi, la Ley 7/1997, de 4
de julio, modifica la Ley 7/1995, de 6 de abril, de ordenacién del turismo en un
aspecto muy puntual. La Ley que ahora se modifica habia establecido lo que la
misma denominaba «principio de unidad de explotacién» en base al cual se dis-
ponia el sometimiento a una tinica titularidad empresarial de la actividad de
explotacidn turistica en cada establecimiento de alojamiento o conjunto unitario
de construcciones, edificio o parte homogénea del mismo. Al propio tiempo se
regulaba un régimen transitorio para la aplicacién progresiva de esta exigencia
distinguiéndose entre los inmuebles ya construidos, en fase de construccién o de
edificacién posterior a la entrada en vigor de la misma. El plazo establecido ha
resultado insuficiente para dar cumplimiento a lo entonces previsto por lo que la
ley que ahora se aprueba modifica la disposicién transitoria tercera de la anterior
para facilitar el logro del mencionado objetivo.

Por su parte, la Ley 9/1997, de 9 de julio modifica la Ley 4/1989 por la que se
cre6 la Audiencia de Cuentas incorpora una nueva redaccién al apartado 2 de su
articulo 30, apartados 2 y 5, con el fin de sustituir la regla segin la cual el Pleno
de la misma no podri quedar vilidamente constituido sin la presencia de cuatro
de sus cinco miembros por otra regulacién mis operativa y previsora
de posibles bloqueos en la que se contempla su constitucién en segunda convo-
catoria en la que su constitucién seré vélida si concurren, ademds del Presidente,
al menos dos de sus miembros. En consonancia con ello, se modifican también .
las condiciones en que deberi realizarse la convocatoria.

La modificacién que la Ley 5/1997, de 6 de junio, lleva a cabo en la Ley
6/1984, de 30 de noviembre, de los Consejos Sociales, de Coordinacién Uni-
versitaria y de creacién' de Universidades, Centros y Estudios Universitarios
proviene del ejercicio por el Cabildo de Lanzarote de la iniciativa legislativa que
el Estatuto atribuye, entre otros sujetos, a estas Corporaciones insulares. Tiene
por finalidad vincular la permanencta en el cargo del miembro del Consejo Social
propuesto por dicha Corporacién, no al periodo cuatrienal que la ley modifica-
da establecia, sino a la voluntad de dicha Corporacién. En el curso de su trami-
tacién parlamentaria se amplié este propésito inicial, regulindose los supuestos
de pérdida de la condicién de miembro de dichos Consejos, atribuyéndose ade-
mis al Gobierno auténomo facultades de sustitucién de los designados por él
(entre los que se incluyen, para cada una de las Universidades, los dos que
corresponde designar libremente al Gobierno y los otros siete que ha de hacerlo
a propuesta de cada uno de los Cabildos insulares).

Finalmente, la Ley 2/1993, de 24 de marzo, modifica la legislacién regulado-
ra de los Premios Canarias con los que la Comunidad distingue periédicamente
a quienes se han distinguido en distintos mbitos del saber y de la creatividad. A
las siete modalidades hasta ahora establecidas (Literatura, Bellas Artes e Inter-
pretacién, Patrimonio Histérico, Deporte, Acciones Altruistas y Solidarias,
Comunicacién) se afiaden ahora otras dos: Cultura popular e Internacional (mo-
dalidad esta tiltima instituida para premiar a «aquellas personas o entidades que



162 1II. LA ACTIVIDAD DE LAS COMUNIDADES AUTONOMAS

hayan contribuido de forma notable a la fraternidad entre los pueblos, a la mejo-
ra de las condiciones de vida de los sectores mis deprimidos de la sociedad o, en
general, a la defensa de los valores y principios que presiden la convivencia en la
Comunidad internacional, y a aquellas personalidacﬁas o entidades de otros pue-
blos que hayan realizado una labor relevante a favor de la sociedad canaria»).

Completan esta resefia de las leyes aprobadas en 1997 la que aprueba los
Presupuestos generales de la Comunidad para 1998 y otras dos que incorporan
las modificaciones presupuestarias puntuaﬁes que se indican. En la perspectiva de
los ingresos previstos en la Ley 13/1997, de 23 de diciembre, de Presupuestos
Generales de la Comunidad auténoma para 1998, se destaca que es el segundo
afio de vigencia del sistema de financiacién que supone la asignacién a la
Comunidad auténoma del 30 % del IRPF, circunstancia que el legislador auto-
némico valora positivamente. Asimismo, dentro de las previsiones para 1998 se
incluye en los recursos para financiar la asistencia sanitaria el incremento expe-
rimentado por el sistema nacional de salud y la consideracién de la poblacién
efectivamente protegida del archipiélago. Por otra parte, los ingresos de natura-
leza tributaria experimentan importantes incrementos derivados de la propia
actividad econémica que los genera y de la mejora de su gestidn, incluyendo,
ademds, la repercusién que en los mismos se experimenta como consecuencia de

revisiones £e esta misma ley o de normas legales estatales que afectan a la tri-
gutacién del tabaco y a modificaciones en los tipos impositivos de los combus-
tibles. La estructura del gasto se caracteriza por su contencién para las operacio-
nes corrientes, que crecen en una menor proporcién que los ingresos corrientes,
los que posibilita una mejora de la tasa cf)e ahorro bruto para financiar el incre-
mento de gastos por operaciones de capital, que se dirige fundamentalmente a
atender dotaciones para equipamientos sanitarios y educativos, asi como para la
finalizacién de los programas de inversién en obras publicas hidriulicas y
medioambientales. También se atiende al incremento del Fondo de financiacién
municipal, la dotacién para la radiotelevisién autonémica, los programas afectos
a competencias en materia de justicia y la cobertura de los traspasos a los
Cabildos insulares llevados a cabo en 1997.

Como hemos dicho, también se aprueban en 1997 otras dos leyesde inciden-
cia presupuestaria. La Ley 10/1997, modifica puntualmente la de presupuestos
generales de la Comunidad auténoma para 1997, afiadiendo una nueva disposi-
cién adicional mediante la que se incorporan determinadas modificaciones pro-
puestas por los Consejos Sociales de las Universidades de La Laguna y de Las
Palmas en la programacién plurianual del Plan de inversiones universitaria apro-
bado por ley 8/1994, de 20 de junio. Asimismo, la Ley 12/1997, dota presupues-
tariamente para el ejercicio de 1997 al ente piiblico «Radiotelevisién de Canarias»,
creado por la Ley 8/1984, de 11 de diciemgre. Esta dotacién —de 130 millones de
pesetas— se distribuye por programas y capitulos y se faculta al director general
del ente para hacer los ajustes presupuestarios y contables necesarios para instru-
mentar lo dispuesto en la ley.
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Actividad reglamentaria del Parlamento

En base a la habilitacién de la que dispone al efecto (articulo 59.1 de su Re-
glamento), la Comisién de Reglamento del Parlamento auténomo aprobé las
Normas de gobierno interior de %a Cémara en las que se regula el régimen del per-
sonal de la misma, sus derechos y obligaciones como funcionarios piblicos, su
régimen de retribucidn, asi como el funcionamiento de sus servicios.

Actividad reglamentaria del Gobierno

En otro lugar de este Informe (ver las correspondientes fichas normativas) se
recoge una se%eccién de los 346 Decretos aprobados en 1997 por el Gobierno
auténomo. La sintesis que sigue no pretende reflejar esta voluminosa produc-
cién. Sélo trata de los desarro%los reglamentarios que parecen mis relevantes por
su virtualidad innovativa (reglamentos ejecutivos), por lo que sélo excepcional-
mente se hace referencia a los de caricter organizativo.

Asi, en Presidencia del Gobierno destaca el desarrollo de que han sido objeto
diversas leyes de reciente aprobacién que han dado lugar a las siguientes actua-
ciones reglamentarias a) regulacién ge la organizacién y funcionamiento de
Registro ge intereses de altos cargos previsto por la Ley 3/1997, de incompatibi-
lidades de los miembros del Gobierno y altos cargos de la Administracién auto-
némica; b) la adaptacién de las sedes de las Consejerias, organismos auténomos
y entes ptiblicos a los principios de capitalidad compartida y equilibrio interca-

italino segiin lo previsto en la Ley 4/1997. Por otra parte, las transferencias reci-
Eidas en materia de justicia y las previsiones de la Ley 6/1997, de coordinacién
de las policias locales, determiné ciertas modificaciones en el Reglamento orgi-
nico de la Presidencia del Gobierno por las que se organiza la Viceconsejeria del
Portavoz del Gobierno y se crea y regula la Viceconsejeria de Justicia y
Seguridad y la Direccién General de idéntica denominacion. También, como
después se sefiala, entre los Decretos aprobados es de especial interés el que fija
los criterios de distribucién del fondo de financiacién municipal.

En la Vicepresidencia del Gobierno, cuyo titular ostenta al propio tiempo la
Consejeria de Turismo y Transportes, hay que anotar, junto a los Decretos que
luego se indican en relacién con los Cabildos insulares, la aprobacién de varios
Reglamentos de desarrollo de la Ley 7/1995, de ordenacién dE::l Turismo, que tra-
tan de las siguientes cuestiones: a) regulacién de los alojamientos en régimen de
uso a tiempo compartido (time sharing); b) medidas de seguridad y proteccién
contra incendios en establecimientos turisticos alojativos (materia transferida a
los Cabildos, aunque la Comunidad mantiene la competencia reglamentaria;
c) ordenacién de las agencias de viajes; d) regulacién de las actividades turistico-
informativas (guias turisticos).

En materia de Politica territorial y Medio ambiente: a) fijacién de directrices
formales para la elaboracién de los Planes de ordenacidn de los recursos naturales;
b) regulacién de las Juntas rectoras de los parques y reservas naturales que, de con-
formidad con la Ley 12/1994, de 19 de diciembre, de espacios naturales de
Canarias, pueden ser creados por los correspondientes Patronatos insulares, rga-
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nos colegiados adscritos a los respectivos Cabildos; ¢) regulacién de un censo de
viviendas no amparadas por licencia y de los supuestos de suspensién de la ejecu-
toriedad de la 6rdenes de demolicion. Por Decreto 27/1997, de 6 de marzo la
Consejeria de Politica territorial incorpora a su denominacién el medio ambiente.

En Sanidad y Consumo: a) regulacién de los criterios especificos de planifi-
cacién y ordenacién farmacéutica; b) fijacién del régimen de autorizaciones de
instalacién y funcionamiento de centros, servicios, establecimientos y activida-
des sanitarias, en el marco de las previsiones de la Ley 11/1994, de 26 de julio, de
ordenacién sanitaria de Canarias; c) aprobacién del Plan canario de salud como
instrumento estratégico para la planiFicacién, coordinacién y articulacién fun-
cional de las actividades de promocién y proteccién de la salud, de prevencién
de la enfermedad y de asistencia sanitaria.

En Empleo y Asuntos sociales: a) normas reglamentarias sobre la accesibilidad
y supresion de barreras fisicas y de la comunicacién; b) regulacién del Consejo
Canario de los mayores, de conformidad con las leyes 9/1987, de servicios socia-
les y 3/ 1996, de 11 de julio, de participacién de las personas mayores y de la soli-
daridad entre generaciones; c) regulacién de la habilitacién de las entidades cola-
boradoras de adopcién internacional; d) modificacién de la regulacién del
Instituto canario de la Juventud (en conexidén con las transferencias realizadas en
materia de ocupacidn, ocio y esparcimiento; atiende a la representacién de los
Cabildos); e) creacién de las Comisiones insulares de formacién y empleo.

En Economia y Hacienda cabe destacar las modificaciones del régimen general
de ayudas y subvenciones de la Administracién autonémica; la regulacién del
régimen de subvenciones a la pequefia y mediana empresa para adaptarlo a las
recomendaciones de la CEE en relacién con las pymes; la regulacién de la coor-
dinacién de la Administracién autonémica y las Universidades respecto de actua-
ciones de distintas dependencias de aquella que tengan consecuencias econémicas;
la aprobacién de los pliegos-tipo de c(}éusulas administrativas particulares que han
de regir en los contratos de ogras, suministros de productos informiticos y con-
sultoria, asistencia y servicios por procedimiento negociado (de conformidad con
las previsiones de ?; Ley 13/1995, de 18 de mayo, de contratos de las Adminis-
traciones publicas). '

En Educacion, Cultura y Deportes, debe ante todo resefiarse el elevado ntiime-
ro de Decretos, treinta y uno, reguladores de los curricula correspondientes a los
ciclos formativos de grado medio o de grado superior de formacién profesional;
¥, asimismo, la creacién y regulacién del Registro de titulos académicos y profe-
sionales de la Comunidad auténoma.

En Obras piblicas, Vivienda y Agua: creacién de los Consejos Insulares de
Aguas como entidades de derecho publico y plena autonomia funcional de Lan-
zarote y, asimismo, aprobacién del Plan hidrolégico insular de Tenerife (desarro-
llo de las previsiones contenidas al respecto en la Ley 12/1990, de 26 de julio, de
aguas). . A

Debe, asimismo, resefiarse la actividad reglamentaria llevada a cabo en rela-
cién con los Cabildos insulares como consecuencia del proceso de transferencias
y delegaciones que se viene siguiendo a favor de los mismos. En este sentido cabe
mencionar: a) el desarrollo de la Ley 4/1996, de 5 de noviembre, que modifica la
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«ley de Cabildos» (Ley 14/1990, ver Informe sobre las Comunidades autonomas
correspondiente a 1996, p. 160-161) que, entre otros aspectos, prevé la Comisién
de delegaciones a los Cabildos insulares que ahora se crea, regulindose, asimis-
mo, el método para el cdlculo y la determinacién de los medios personales y
materiales y los recursos que han de acompaiiar a las delegaciones; E) los nume-
rosos Decretos de transferencias a los Cabildos insulares, muchos de éllos, a su
vez, objeto de modificaciones dentro del mismo afio, en materias de: artesania,
ferias y mercados insulares; servicios forestales, proteccién del medio ambiente
y gestidn y conservacién de los espacios naturales protegidos; servicios, medios
personales y materiales y recursos para el ejercicio de las competencias transfe-
ridas en materia de carreteras; prestacidn de servicios especializados en cuestio-
nes de prevencidn; ejecucién de las medidas de amparo que establece la ley
1/1997, de 7 de febrero de atencién integral a los menores y asesoramiento y coo-
peracidn técenica, juridica y econémica de las entidades municipales; ¢) traspaso
de servicios y recursos en materia de promocién y policia del turismo insular;
ocupacidn ocio y esparcimiento; carreteras.

Conflictividad constitucional

Se han interpuesto en este afio tres recursos de inconstitucionalidad. Dos de
ellos fueron promovidas por el Parlamento de Canarias; el otro lo fue por el
Gobierno auténomo. Ambas instancias recurrieron por motivos de inconstitu-
cionalidad la disposicién adicional tercera de la Ley 14/1996, de 30 de diciembre,
de cesién de tributos del Estado a las Comunidades auténomas y medidas com-
plementarias, por entender que dicha norma contraviene las normas constitucio-
nales y estatutarias garantes del régimen econémico-fiscal de Canarias. El terce-
ro de los mencionados recursos fue interpuesto por el Parlamento en relacién
con el articulo 165 de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre de medidas fiscales,
administrativas y de orden social.

Por otra parte, desde las instancias estatales se han promovido tres recursos
contra leyes autonémicas canarias y contra la Ley orginica aprobatoria de la
reforma del Estatuto de autonomia. Asi, el Defensor del pueblo interpuso: a)
recurso de inconstitucionalidad 1.259/ 1987 contra los articulos 36, 37,41.2, y las
Disposiciones adicionales 14, 15%, 16%, 19% 212, 25% y 26* de la Ley del Parla-
mento de Canarias 5/1996, de 27 de diciembre de Presupuesto Generales de la
Comunidad auténoma para 1997; b) recurso de inconstitucionalidad 1.324/1997
contra el parrafo 2 de la disposicién transitoria primera en la redaccién introdu-
cida por la Ley orginica 4/1996, de 30 de diciembre por la que se aprueba la
reforma del Estatuto de autonomia de Canarias. Por su parte, el Presidente del
Gobierno de la Nacién interpuso el recurso de inconstitucionalidad 1.297/1996
contra el articulo 51 y la Disposicién adicional 25* de la mencionada Ley del
Parlamento de Canarias 5/1996 (dicho recurso fue declarado desistido parcial-
mente por Auto del Tribunal Constitucional de 20 de mayo de 1997, por lo que
se refiere a la disposicién adicional 25%, manteniéndose sélo en relacién con el
articulo 51; se trata de una materia relativa a derechos funcionariales sobre la que
también el Tribunal Superior de Justicia de Canarias ha planteado una cuestién
de inconstitucionalidad).
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También se ha planteado el conflicto positivo de comdpetencia 2.170/97 pro-
movido por el Gobierno de Canarias contra la Orden del Ministerio de
Economia y Hacienda de 8 de enero de 1997.

Cooperacién con las Corporaciones locales

Destaca en este aspecto el Acuerdo con la federacién canaria de islas (FECAI)
que en buena medida se traduce en los Decretos sobre transferencias y delega-
ciones a los Cabildos ya resefiados. En relacién con los municipios merece recor-
darse la asignacién de 17.600 millones de pesetas al Fondo de financiacién muni-
cipal con cargo a los Presupuestos Generales de 1a Comunidad para 1997. La dis-
tribucién de este fondo motivé arduas negociaciones llegindose, finalmente, a
un acuerdo con la Federacién canaria de municipios (FECAM) que se plasmé en
el Decreto 102/1997, de 26 de julio, por el que se establecen los siguientes crite-
rios de distribucién del mismo: poblacién (68 %), solidaridad (16 %, dividido, a
su vez, en un 11 % para los municipios menores de diez mil habitantes y el 5 %
restante para los que superen esa poblacién); insularidad periférica 1 %; exten-
sién territorial (2 %), espacios naturales protegidos (2 %), plazas turisticas
(2 %), dispersién territorial (5 %) y unidades escolares (4 %). Ademds, se esta-
blecia que el 20 % de estos fondos estaria vinculado al saneamiento financiero de
aquellos municipios que tuviesen este tipo de problemas, debiendo en caso con-
trario dedicarse dicho porcentaje a gastos de inversién. Sin embargo, no se tra-
mité ningin proyecto de ley reguladora de este fondo en cumplimiento del
correspondiente acuerdo parlamentario de octubre de 1995: mientras el Go-
bierno entiende que dicha ley debe estar precedida de la aprobacién del pacto
local que se viene negociando en el marco estatal, la oposicién replica que
habiéndose avanzado ya en Canarias en algunas de las cuestiones fundamentales
que habri de abordar ese pacto (transferencias y delegaciones a las corporacio-
nes locales; creacidon de un fondo de cooperacién, no tiene sentido retrasar la tra-
mitacién y aprobacién de la referida ley). La cuestién, evidentemente, es com-
pleja, puesto que junto al interés politico-institucional de objetivar criterios de
asignacién, late de algiin modo el interés politico-partidario, tanto autonémico
como municipal (FECAM), de preservar un cierto margen de maniobra.

Cooperacién con el Estado

En el marco de esta cooperacién merece destacarse la importancia de los con-
venios suscritos en materia de Carreteras y Empleo. A los que hay que afiadir los
de Obras hidriulicas y Costas cuya definitiva formalizacién ha tenido lugar a
comienzos de 1998.

Mediante el convenio de carreteras el Estado se compromete a financiar obras
de esta caricter por un montante total de doscientos mil millones de pesetas
durante las catorce préximos afios. La Comunidad auténoma, por su parte,
asume los costes financieros necesarios para anticipar en siete afios la definitiva
conclusién de las obras. No es esta la primera vez que se acude a la via conven-
cional para paliar las consecuencias que, por causa del cardcter exclusivo de las
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competencias de la Comunidad auténoma en Carreteras, derivaron en su
momento de su no participacién en los planes nacionales correspondientes,
situacién a la que puso término tras laboriosas negociaciones el anterior conve-
nio de 1994. También se ha firmado un importante convenio para llevar a cabo
un Plan Integral de Empleo. Asimismo, a principios de este afio (febrero de 1998)
se han firmado los convenios de Costas y de Obras hidriulicas que, respectiva-
mente, suponen una inversién estatal de treinta y cinco mil y setenta y seis mil
millones de pesetas en un periodo de siete afios. Ambos acuerdos habian sido
alcanzados en visperas del Consejo de Ministros celebrado en Tenerife en
noviembre pasado.

Actividad politico-institucional
Actividad parlamentaria no legislativa

En la correspondiente ficha institucional se da cuenta numérica de esta acti-
vidad en sus diversas manifestaciones. En este apartado queremos destacar tan
sélo algunos aspectos de la misma cuya referencia singularizada ilustra de los
principales contenidos sobre los que la misma recayé en relacién con las funcio-
nes de promocién legislativa ante las Cortes Generales, informacién sobre leyes
estatales que asi lo requieran por exigencias de la garantia constitucional estatu-
taria del REF, ejercicio de sus facultades en relacién con la jurisdiccién constitu-
cional, asi como sobre sus actividades de control e impulso del Gobierno.

Por lo que se refiere a las Proposiciones de Ley ante las Cortes Generales, hay
que indicar que, instada por el Gobierno, se tramité Proposicién de ley ante las
Cortes Generales, de gestién de la Televisién autonémica. Se pretende con esta
iniciativa introducir un cambio sustancial en el régimen juridico de la TV auto-
némica de suerte que la misma en lugar de ser como hasta ahora un servicio
publico esencial de titularidad estatal, seglin se prevé en el Estatuto de la Radio
y Televisidn, pase a ser un servicio compartido entre el Estado y la Comunidad
auténoma. Asimismo, se persigue moditicar la Ley del Tercer canal con el fin de
que las Comunidades auténomas regulen la gestidén por su propia normativa en
caso de ser una sociedad piblica, pero sin vincularse a una gestién exclusiva-
mente publica sino, por elpcontrario, abierta a la posibilidad de su concesién a
una sociedad mixta con participacidn privada y respeto a la libre concurrencia.

El Parlamento auténomo hubo de informar dos disposiciones legislativas esta-
tales en cuya tramitacidn, por entrar en juego las previsiones del articulo 46 del -
Estatuto, requieran informe de la Cdmara autonémica. Asi, se emiti6 un Informe
sobre el Real Decreto-ley 6/1997, de 9 de abril, por el que se aprueba el progra-
ma PREVER para la modernizacién del parque de vehiculos automéviles, el
incremento de Ya seguridad vial y la defensa y proteccién del medio ambiente. A
la vista de la incidencia que las medidas fiscales que en el mismo se instrumentan
pudieran tener en el IGIC y en el Impuesto de Matriculacién, y a instancia de la
Secretarfa de Estado de relaciones con las Cortes, la mesa del Congreso de los
Diputados acordé solicitar del Parlamento de Canarias el informe previsto en el
articulo 46.3 del Estatuto. El Informe emitido por la correspondiente Ponencia
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fue aprobado por 46 votos a favor, alcanzindose por tanto la mayoria requerida
para que pudiera ser calificado de favorable conforme a'la preceptuado por el
Estatuto. También fue informado el Anteproyecto de ley de medidas fiscales,
administrativas y de orden social, respecto de su articulo 6. La Ponencia designa-
da al efecto acordé emitir tres informes en relacién con dicho Anteproyecto: uno
respecto del articulo 8, apartados tercero, cuarto, sexto'y séptimo; un segundo
sobre el articulo 8, apartados quinto, octavo y noveno y el articulo 91; y un ter-
cero sobre el articulo 8, apartados primero y segundo. Las votaciones de dichos
informes determinaron la aprobacién favorable del primero con la mayoria cua-
lificada requerida, la aprobacién desfavorable del segundo con la mayoria cualifi-
cada requerida y la aprobacidn del tercero, aunque sin alcanzar la mayoria cuali-
ficada requerida al respecto. La cuestiones debatidas concernian a la afectacién a
que podrian verse sometidos los beneficios fiscales establecidos en la Ley
20/1991, de modificacién de los aspectos fiscales de REF respecto de la localiza-
cién en Canarias de actividades ligadas a las telecomunicaciones y la informaitica.

Como ya se ha indicado, el Parlamento de Canarias adopté dos acuerdos de
interposicién de sendos recursos de inconstitucionalidad. El primero de ellos fue
promovido por una Proposicién no de Ley de CC y PSOE de interposicién de
un recurso é)e este caracter contra la Ley 14/1996, de 30 de diciembre, de cesién
de tributos del Estado a las Comunidades auténomas y de medidas fiscales com-
plementarias. Son dos las razones que se invocan al respecto: de una parte, la
modificacién que en la misma se establecia de la Ley 19/1994, de 6 de julio,
de modificacidn de los aspectos econémicos del REF, en relacién con la regula-
cién por el Gobierno central del régimen de la ZEC y su dmbito temporal, sin
evacuar el trimite del preceptivo informe del Parlamento de Canarias; y, en
segundo lugar, por la deslegalizacién que comporta el apoderamiento del Go-
bierno, por la materia y por la indeterminacién con qué se hace. El segundo de
dichos acuerdos fue consecuencia de una Proposicién no de Ley del Grupo par-
lamentario socialista contra el articulo 165 de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre
de medidas fiscales, administrativas y de orden social, fundindose en la modifi-
cacién que ello supone de dicha Ley 19/1994, en relacién con las ayudas a los
billetes de transporte aéreo de pasajeros entre Canarias y la Peninsula, sin dar
cumplimiento al trimite de informe del Parlamento de Canarias.

También hizo uso el Parlamento de diversos institutos de control e impulso
del Gobierno —proposiciones no de ley, preguntas e interpelaciones— para: insis-
tir en la puesta en marcha de las conchsiones de la Comisién del REA; recabar
explicaciones sobre las lineas de actuacién previstas por el Gobierno para sol-
ventar el problema planteado por la Sentencia del TriEunal,constitucional sobre
la Ley deruelo; interesarse por el desarrollo de la descentralizacién prevista en
la ley 14/1990 (ley de Cabildos) traspasos a los Cabildos, Plan integral de
empleo, modelo c(e televisién autonémica, evaluacién y modificaciones del

POSEICAN, reforma devlas OCM del plitano; etc.

Asimismo, ha de mencionarse la intervencién del Parlamento en la designa-
cién de aquellos miembros de las instituciones estatutarias de autogobierno que
ha correspondido renovar en 1997: designacién de tres miembros del Consejo
Consultivo y otros tres de la Audiencia ge cuentas. En ambos casos su nombra-
miento corresponde al Presidente de la Comunidad auténoma. La renovacién
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del Consejo es cuatrienal y abarca a todos sus miembros (los dos restante a pro-
puesta del Gobierno). La Audiencia se renueva parcialmente cada cuatro afios y
todos sus miembros son nombrados a propuesta del Parlamento.

Finalmente, hay que resefiar los reajustes que tienen lugar en la composicién
de los grupos parlamentarios que afectan a Coalicién Canaria, que aumenta
en un Diputado proveniente de la Plataforma Nacionalista Canaria, y a este
mismo grupo que pasa a integrarse en el Grupo mixto.

Actividad gubernativa no reglamentaria

Como ya se ha indicado, una gran parte de la atencién del Gobierno en el
periodo resefiado ha estado centrada en las gestiones con las instituciones euro-
peas en relacién con los problemas que suscita la aceptacién del REF y el esta-
tuto de ultraperifericidad de Canarias. En este mismo escenario se sitdan tam-
bién las muiltiples actuaciones llevadas a cabo en relacién con la organizacién
comiin del mercado (OCM) del plitano y de otros productos agricolas.

Las condiciones actuales de comercializacién del plitano se han visto tltima-
mente amenazadas en su continuidad como consecuencia de un dictamen de la
Organizacién Mundial del Comercio que fuerza a modificar el sistema por el que
se rigen las importaciones de este producto en el mercado europeo. El objetivo
del Gobierno, y de las organizaciones del sector, es conseguir que la reforma de
la correspondiente OCM siga garantizando la comercializacién de las produc-
ciones comunitarias y las rentas del sector. El problema reside en que el referido
dictamen afecta a las garantias de comercializacién que tienen las producciones de
la Unién y de los paises ACP al ligar una parte de las licencias de importacién
de paises terceros a la venta de la fruta comunitaria y la de los paises firman-
tes del convenio de Lomé.

Como consecuencia de la asuncién de competencias en gestién de la
Administracién de justicia se ha propuesto al Gobierno central una serie de
medidas encaminadas al incremento de las plantillas y, asimismo, relacionadas
con el aseguramiento de la permanencia en las islas de jueces, magistrados, fisca-
les, secretarios y personal de las oficinas judiciales con el objetivo, ademds, de
alcanzar el nivel medio de las infraestructuras judiciales del Estado y el reequili-
brio interno en nuestra Comunidad. -

Ante al rebrote insularista —del que se dio cuenta en el Informe de 1996 (ver
pp. 170-171)- el Gobierno respondié con la Ley de sedes y el Decreto que la
desarrolla en el que se concretan los principios allf establecidos. De una y otra
disposicién hemos hecho ya mencién.

Finalmente, tiene interés indicar que en el debate sobre el estado de la Regién
el Presidente del Gobierno manifestd la intencién de reivindicar nuevas compe-
tencias en materia de aduanas, disolucién del Parlamento, telecomunicaciones,
aguas interiores, trifico aéreo «y todas aquellas que entendamos atributos propios
de la insularidad y la lejanfa que nos distinguen». Ademis se razona la necesidad de

" asumir el control de la sanigad exterior. También se informa haber solicitado en
el seno de la Comisién bilateral Canarias-Estado la transferencia o delegacién de
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competencias en materia de trafico aéreo interinsular, previa declaracién de ser-
vicio publico.

La vida politica autonémica

. Alo largo de 1997, la vida politica de Ia Comunidad canaria ha estado muy
condicionada, como ha quedado dicho, por las cuestiones pendientes con la
Unién Europea. Por otra lado, la resefia de las actividades parlamentarias y
gubernativas es igualmente expresiva de otros centros de interés en torno a los

ue se ha desenvuelto en este aiio la actividad de las instituciones politicas. A lo
3icho sobre uno y otro aspecto, debemos afiadir ahora un breve apunte sobre la
estabilidad de la coalicién gobernante. ‘

En este periodo, el Gobierno hubo de afrontar dos «minicrisis» resueltas
ambas con la sustitucién de un Consejero en cada caso. La primera de ellas tuvo
su motivacién en ciertos desacuerdos surgidos en el seno del PP en Tenerife que
derivaron en un enfrentamiento entre un sector de dicho partido en la Isla y la
direccién regional del mismo. Entre otros efectos, tales enfrentamientos tuvieron

or consecuencia la sustitucién del Consejero de la Presidencia por otro miem-
gro del mismo partido, aunque de diferente tendencia. El segundo de estos epi-
sodios —aprobacién de una mocién de censura contra el alcalde de Arrecife de
Lanzarote y consiguiente sustitucién del mismo por una hermana del Consejero
de Agricultura, Pesca y Alimentacidn y, a su vez, presidente del Partido popular
en la isla— afecté a las relaciones de los grupos politicos, CC y PP, que integran
la coalicién de Gobierno determinando la sustitucién del referido Consejero
por otro miembro del mismo partido. El asunto podria muy bien diluirse en la
anécdota si no fuera por lo ilustrativo que resulta del desfase que supone entre
la inteligencia teérica de la relacién fiduciaria en un Gobierno parlamentario y la
extrema mediatizacién de la préctica institucional por las instancias partidistas
determinantes del control y seguimiento de los acuerdos de coalicién. También
es expresivo del contagio o interconexién informal de la vida politica autonémi-
ca por episodios que, en buena lgica institucional, debieran quedar circunscri-
tos al 4mbito local en que se producen. Todo ello, pese a reconocerse expresa-
mente en sede parlamentaria la no concurrencia de causa objetiva determinante
de la quiebra o deterioro de la relacién de confianza entre el Consejero cesado y
el Presidente del Gobierno.



ACTIVIDAD INSTITUCIONAL

Composicién del Parlamento por Grupos Parlamentarios

Total Diputados: 60
Coalicién Canaria (CC): 21
Popular (PP): 18
Socialista Canario (PSC-PSOE): 16
Grupo mixto: 5

Estructura del Gobierno

Presidente: Manuel Hermoso Rojas (CC).
Numero de Consejerfas: 10

Presidencia y Relaciones Institucionales: Lorenzo Suirez Alonso {sustitu-
ye 2 Ignacio Gonzilez Santiago] (ambos del PP)

Agricultura, Pesca y Alimentacién: Gabriel Mato Adrover [sustituye a
Eduardo Jordin Martinén] (ambos del PP)

Economia y Hacienda: José Carlos Francisco Diaz (CC)
Educacién, cultura y Deportes: José Mendoza Cabrera (CC)
Industria y Comercio: Francisco de la Barreda Pérez (PP)
Obras Piblicas, Vivienda y Agna: Antonio Castro Cordobés (CC)
Politica territorial y medio ambiente: M* Eugenia Mirquez Rodriguez (PP)
Empleo y Asuntos Sociales: Victor Diaz Dominguez (CC)
. Turismo 'y Transporte: Lorenzo Olarte Cullen (CC)
Sanidad y Consumo: Julio Bonis Alvarez (CC)

Tipo de Gobierno

Por apoyo parlamentario, Gobierno de coalicién

Partidos y nimero de diputados que le apoyan: Coalicién Canaria (22 dipu-
tados) y Partido Popular (18 diputados).

Composicién del Gobierno: Consejerias: CC: Presidente y 6 Consejerias; PP:
4 Consejerias (aunque ostenta también la Presidencia del Parlamento).
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Cambios en el Gobierno

Cambios indicados en las Consejerias de Presidencia y Agricultura por crisis
interna en el PP.

Investidura, mocién de censura y cuestién de confianza

No se han producido.

Mociones de reprobacién

Ninguna.

Debates y resoluciones parlamentarias aprobadas

Interpelaciones tramitadas: 13 [Debatidas: 9. Rechazadas: 2. Pendientes de
debate: 2] ‘

Preguntas con respuesta oral: Comisién 59 [presentadas en 1996 y contestadas
en 1997. Presentadas en 1997: 38); Pleno: 16

Preguntas con respuesta por escrito: 19 [Presentadas en 1996 y contestadas en
1997: presentadas en 1997: 88]

Mociones aprobadas: 5 [presentadas: 7; rechazadas: 2]

Proposiciones no de Ley aprobadas: 33 [presentadas: 48; rechazadas: 6; retira-
das: 6; decaida: 1; pendientes de debate: 2]

Comparecencias del Gobierno:
—Presentadas en 1996 y debatidas en 1997: 19
A solicitud del Gobierno: 1 (Comisién)

A solicitud de los Grupos parlamentarios: 18 [Comisién: 10; Pleno: 7;
Retiradas: 1]

—Presentadas en 1997: 190

A solicitud del Gobierno: 20 [Comisién: 7; Retiradas: 2; No admitidas
a trimite: 1; Pleno 9; Retiradas: 1]

A solicitud de los Grupos parlamentarios: 170 [Comisién: 124; No
admitidas a trimite: 1; Retiradas: 1; Pleno: 40; Retiradas: 4]

Proposiciones de ley tomadas en consideracién: 3 [de iniciativa popular: 1; de
iniciativa institucional (Cabildo): 1; para su tramitacién ante las Cortes
Generales: 1].

Comisiones de investigacién solicitadas: ninguna.
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Reformas del Reglamento parlamentario

Aprobacién por la Comisién de Reglamento de la Cdmara de unas Normas de
gobierno interior (26-3-1997), que constituyen el desarrollo del Reglamento
del Parlamento. El Parlamento de Canarias tiene autonomia para la organizacién de
su gobierno y régimen interior y goza de personalidad juridica en la gestién
administrativa, econémica, financiera, de personal y demds funciones que lge estén
atribuidas, rigiéndose por lo dispuesto en las Normas y las que las desarrollen.

Normas interpretativas y supletorias del Reglamento

Ninguna. '

Instituciones similares a Consejo Consultivo, Tribunal de Cuentas y
Defensor del Pueblo

Consejo Consultivo: Designacién de sus cinco miembros por el Presidente de
la Comunidad auténoma: tres a propuesta del Parlamento; dos a propuesta del
Gobierno.

Audiencia de Cuentas: renovacién parcial (nombramiento por el Presidentes
de la Comunidad auténoma de dos de sus cinco miembros, a propuesta del
Parlamento)



